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M E M O R I A 

I N C A U T A C I Ó N 
CAUSAS Y RAZONES QUE LA DETERMINARON Y FOR-
MA ELEGIDA PARA LLEVAR A CABO EL SERVICIO 
A l pasar a las Diputaciones la percepción 
del impuesto de cédulas personales en virtud de 
lo dispuesto por el Estatuto provincial, estableció 
este cuerpo legal en su artículo 226 apartado E 
que correrían a cargo de los Ayuntamientos la 
formación del padrón y la cobranza del impues-
to. Reservó sin embargo a las Diputaciones la 
facultad de intervenir dichas operaciones al obje-
to de fiscalizarlas y el derecho a realizarlas direc-
tamente cuando todos o parte de los Ayunta-
mientos incurrieran en notoria negligencia o mo-
rosidad. En uno y otro caso, añadía el precepto, 
sustituirán respectivamente a todas las corpora-
ciones municipales, o únicamente a las que ha-
yan incurrido en la deficiencia y podrán ejercitar 
las facultades que a las mismas otorga la legisla-
ción vigente. 
La Instrucción para la administración y co-
branza del impuesto de 4 de Noviembre de 1925 
confirmó estos preceptos y además facultó a las 
Diputaciones (artículo 37) para que aun no me-
diando las circustancias indicadas pudieran en-
cargarse de la administración y cobranza de las 
cédulas mediante convenio con los Ayuntamien-
tos, 
Para conocer el criterio de los de esta pro-
vincia sobre el particular, la Diputación preguntó 
a todos ellos en el mes de Diciembre de 1925 si 
estaban dispuestos o no a que ella se encargara 
de la administración y recaudación del impuesto. 
La inmensa mayoría contestaron afirmativamen-
te y solo expresaron su opinión contraria los 
Ayuntamientos de Antequera, Cortes, Atájate y 
Almogía, 
Esto no obstante, la Diputación, de una par-
te por creer que así interpretaba mejor el espíritu 
del Estatuto, y de otra por carecer del órgano y 
de la preparación necesaria para llevarlo a cabo 
por sí, optó por que los Ayuntamientos admi-
nistraran y recaudaran el impuesto, conceptuan-
do en definitiva el año 1926 como año de prueba 
del que habían de obtenerse muy útiles enseñan-
zas para el porvenir. 
Transcurrido dicho año, hízose un balance 
de la situación y de él resultó en cuanto a las cé-
dulas de 1926: 
a) —que de los 101 Ayuntamientos de la pro-
vincia solo tenían terminado el período volunta-
rio de recaudación, 78; 
b) —que únicamente había liquidado por 
completo el Ayuntamiento de Monda; 
cj—que de los 100 Ayuntamientos restantes 
solo 15 habían ingresado a cuenta pequeñas can-
tidades, la suma de todas las cuales no llegaba a 
35,000 pesetas, y 
dj—que los otros 85 no habían ingresado en 
la Diputación una sola peseta de lo recaudado 
por cédulas, no obstante venir obligado por la 
Instrucción a rendir mensualmente liquidaciones 
provisionales . 
En cuanto a las cédulas de 1927, pudo ad-
vertirse que a la fecha en que el balance se hacía 
(finales de Enero de 1927) solo habían enviado 
sus padrones a la Diputación los Ayuntamientos 
de Casarabonela y Guaro, siendo así que con 
arreglo a la Instrucción todos debieron tenerlos 
remitidos antes del 5 de Diciembre anterior. 
A vista de estos resultados consideróse de 
urgente necesidad abordar el problema. Se veía 
claramente a los Ayuntamientos en camino de 
prestar poca atención al impuesto y naturalmen-
te se temía que esa atonía recaudatoria, si era por 
la Diputación tolerada, viniera a frustrar uno de 
los ingresos principales con que por virtud del 
Estatuto había de nutrirse su hacienda. Es ver-
dad que esta última consideración perdió mucha 
de su fuerza al conocerse los proyectos de refor-
mas tributarias del señor Calvo Sotelo que por 
entonces hubieron de someterse a información 
pública. En alguno de dichos proyectos se ha-
blaba de reintegrar a la hacienda pública el im-
puesto de cédulas; pero como al mismo tiempo 
se supo de fuente autorizada que la compensa-
ción que por ello tendrían las Corporaciones 
provinciales había de estar en relación directa 
con lo que por razón del impuesto hubieran per-
cibido, el interés que por un lado perdió la Di -
putación en el asunto lo acreció por otro ya que 
en rigor lo que con la recaudación de cédulas 
del año 1927 se ventilaba no era el ingreso de 
un solo presupuesto, sino el establecimiento de 
un módulo de importancia notoria para los pre-
supuestos sucesivos. 
En todo caso se pensaba que limitada la par-
ticipación municipal en el impuesto a una suma 
igual a la percibida por los Ayuntamientos du-
rante el año 1925, conseguida ésta, ningún inte-
rés tendrían aquellos en aumentar la recauda^ 
ción. Y si el juicio se extendía a considerar que 
el incremento había de obtenerse mediante una 
costosa depuración de los padrones y un rigor 
extremado en la función recaudatoria, entonces, 
la conclusión era indeclinable, por que fácilmen' 
te se colegia que los Municipios no iban a mer-
mar sus caudales n i a concitar contra sí los 
odios y rencores que como estela venenosa de-
jarían apremios desusados, sin beneficio alguno 
para ellos y solo por llevar a las arcas provin-
ciales un mayor ingreso. 
Abordado el problema, solo dos soluciones 
se ofrecían. Era una, que continuara la recauda-
ción en manos de los Ayuntamientos pero con 
una fiscalización enérgica y permanente de la 
Diputación. Era la otra que la Diputación llama-
ra a sí la administración y cobranza del im-
puesto. 
De estas dos soluciones, la primera, a poco 
de considerada reputóse inaceptable. La fiscali-
zación permanente hubiera obligado a tener ins-
pectores o delegados en constante movimiento 
por toda la provincia y esto habría resultado 
costosísimo y de dudosa eficacia. Además , la 
fiscalización, aunque perfectamente legal, no hu-
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biera sido bien vista por los Ayuntamientos que 
con ella se considerarían vejados; era muy ex-
puesta a choques y querellas y en definitiva hu-
biera producido un relajamiento de los lazos que 
en todo momento deben existir entre la Provin-
cia y los Ayuntamientos que la integran. 
La subrogación, por el contrario, era más 
que aceptada deseada por los Ayuntamientos, a 
juzgar por los resultados de la encuesta hecha 
a fines del año 1925, Se escogió, pues, de las dos 
soluciones posibles, ésta última, como más pru-
dente y viable. 
Resuelta en principio la necesidad de llamar 
a sí la administración y cobranza del impuesto, 
el fundamento legal en que la medida había de 
apoyarse no ofreció duda alguna. Excepción he-
cha de los Ayuntamientos de Casarabonela y 
Guaro, todos los demás de la provincia estaban 
incursos en el caso primero del artículo 36 de la 
Instrucción. Podía, pues, la Diputación, respec-
to de ellos y sin más trámites que su propio 
acuerdo, efectuar la subrogación por vía de pe-
nalidad. Y en cuanto a los exceptuados—Casa-
rabonela y Guaro—cabía el proponérsela, convi-
niendo o pactando los términos y condiciones en 
que había de llevarse a cabo. 
Lo que sí ofreció dudas y vacilaciones fué la 
forma en que, supuesta la incautación, había de 
efectuarse el servicio. Debía arrendarse? Debía 
realizarse directamente por administración? Lo 
primero era tentador; redactar un pliego, fijar un 
tipo, asegurar con eficaces garantías un mínimun 
de ingresos dejando al arrendatario la labor de 
padrones y la de extender por todo el haz de la 
provincia sus tentáculos recaudadores aunque 
reservándose la misión de fallar las diferencias 
que surgir pudieran entre contribuyentes y arren-
datario y la facultad de controlar el servicio en 
cualquier momento, resultaba aparentemente 
muy fácil, pero... no era posible, principalmente 
por la ignorancia en que se estaba respeto al 
exacto rendimiento del impuesto, base forzosa 
del contrato. Hubiera sido francamente punible 
concertar un arriendo sobre el menguado ingre-
so conocido (37,617 pesetas con 61 céntimos) y 
temerario tomar por norma el importe íntegro 
de los padrones; porque si arbitraria era la cifra 
citada en orden al rendimiento anual, efectivo y 
normal del impuesto, como después se ha visto, 
arbitrario era también el dato de los padrones 
en punto a significar las cuotas de posible cobro. 
El arriendo, además, por su importancia exigía 
la subasta y la subasta requería preparación, pu-
blicaciones y plazos, reñidos con lo avanzado de 
la época. 
Otra dificultad era la determinación del 
tiempo por que había de hacerse. Conocido el 
propósi to del señor Calvo Sotelo de reintegrar a 
la Hacienda pública el impuesto, el arriendo ha-
bía de concertarse por muy poco tiempo o con 
cláusula rescisoriay en ambos casos aparecía muy 
problemática la concurrencia de postores por 
que ¿quién iba a aventurarse en un contrato o 
negocio cuya organización y primer estableci-
miento exigían cuantiosos desembolsos sin tener 
largo plazo de vigencia para resarcirse de ellos 
en años posteriores proporcionada y sucesiva-
mente? 
Se dudaba también respecto a la extensión 
del arriendo, por que ¿se hacía de toda la pro-
vincia o se excluía de él a la capital sobre la 
cual la gestión directa parecía más fácil? Y en 
este caso ¿habría postor para los pueblos solo? 
Supuesto que lo hubiera ¿no se quejarían los 
Ayuntamientos rurales de la diversidad del trato 
reputando desde luego más desfavorable el que a 
ellos se había aplicado? 
Sobre todo, siempre que se hablaba del 
arriendo surgía el recuerdo de anteriores contra-
tas. El mero transcurso del tiempo no había bo-
rrado aún la visión de las comisiones ejecutivas 
deambulando por los barrios y sujetando con tra-
ba legal humildes ajuares y esta visión verdade-
ramente espectral, en el sentido terrorífico que la 
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palabra tiene, ahuyentaba todo propósi to de 
arriendo y apartaba, aun de los más contuma-
ces, la decisión de realizarlo. 
Por todas estas razones y por que en defini-
tiva no parecía prudente confesar impotencia re-
caudatoria mientras la realidad no la acusara, 
decidióse hacer el servicio directamente por ad-
ministración. 
Decidido así, no se pensó ni por un mo-
mento en que la implantación y desarrollo del 
servicio pudiera llevarse por los cauces corrien-
tes. Se trataba de crear rápidamente un órgano 
eficaz de recaudación allí donde nunca había 
existido ninguno y donde la propia función era 
desconocida y para esto desde el primer momen-
to se consideró insuficiente la acción difusa de lo 
que corrientemente se entiende por gestión ad-
ministrativa en los organismos o entidades ofi-
ciales. Para conseguir el designio forzoso era, 
según el común parecer, procurarse asistencias 
extraordinarias, sazonar el interés público con 
unas gotas de interés privado y singularizar la 
acción de manera que el éxito o el fracaso tuvie-
ra un editor responsable y no quedara tamizado, 
diluido, en el anónimo de la administración pro-
vincial. 
Y entonces fué cuando el señor Presidente 
y los señores Diputados directos, entre los cua-
les se debatía la cuestión, requirieron unánime-
mente al funcionario que suscribe para que co-
adyuvara a la empresa poniendo al servicio de la 
misma su personal auxilio. 
Sin falsa modestia, antes al contrario, 
echando siempre por delante la seguridad de que 
en el esfuerzo de la voluntad necesario para salir 
airoso del trance nadie habría de aventajarme, 
traté de probar a los requirentes que no era yo la 
persona adecuada para el caso. No me abona-
ban mis antecedentes, que jamás tuve empeños 
recaudatorios; ni existía indicio alguno del que 
pudieran colegirse latentes en mí las aptitudes ne-
cesarias para una amplia organización fiscal, n i 
mis particulares conveniencias me llevaban por 
ese camino que una vez emprendido había de 
requerir muchas vigilias, preocupaciones sin 
cuento y forzoso abandono de actividades profe-
sionales con gusto y provecho cultivadas; pero 
como todo fuera en vano, como a pesar de mis 
excusas se insistiera alegando razones de afecto 
que nunca he sabido rechazar, acepté al fin, sin 
poner condición alguna y dejando al libre arbi-
trio de los que me instaban la estipulación de 
aquellas compensaciones que en justicia estima-
ran procedentes. 
Puestos de acuerdo todos. Presidente y D i -
putados directos, sobre los puntos debatidos, 
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confióse al primero la redacción de la propuesta 
que había de someterse al pleno. Formulada y 
discutida en sesión de 7 de Febrero de 1927 la 
asamblea acordó: proponer a los Ayuntamientos 
de la capital, Casabermeja y Guaro la subroga-
ción establecida en el artículo 37 de la Instruc-
ción de 4 de Noviembre de 1925 fijándose como 
base del convenio que dichos Ayuntamientos 
abonarían a la Diputación el 5 por 100 de su par-
ticipación en el impuesto para contribuir a los 
gastos de recaudación; declarar incursos a los 
demás Ayuntamientos de la provincia en el caso 
1.° del artículo 36 de la Instrucción antes citada 
y en su virtud realizar en sus respectivos munici-
pios las operaciones necesarias para la adminis-
tración y cobranza del impuesto de cédulas per-
sonales, deduciendo de lo que a cada uno de ellos 
correspondiera el 5 por 100 en concepto de comi-
sión de cobranza, y finalmente, encomendar al 
Secretario que suscribe como funcionario más 
caracterizado de la Corporación, la organización 
y dirección de la función recaudatoria con obli-
gación de someter a la Presidencia quién a su vez 
habría de elevarlas a la Comisión provincial, o 
al pleno si preciso fuera, las determinaciones que 
implicaran nombramientos, conciertos o conve-
nios o supusieran gastos a cargo de la Diputa-
ción, remunerándole el servicio extraordinario y 
especial que ello significaba con la asignación 
eventual de dos y medio por ciento sobre lo que 
por el citado impuesto se recaudare. 
Impugnado este acuerdo por el Ayunta-
miento de Antequera (los demás lo acataron 
complacidos y sin reserva alguna) y tramitada la 
impugnación en la forma legal establecida, el 
Ministerio de la Gobernación en R. O, de 14 de 
Junio de 1927 desestimó la alzada y confirmó 
los acuerdos apelados, declarando en sus consi-
derandos respecto de la incautación que estaba 
bien acordada y en cuanto a la remuneración fi-
jada al que suscribe que era perfectamente legal, 
ya que, según sus propias palabras «ilegal no 
«es recompensar trabajos extraordinarios y espe-
«ciales al Secretario y demás personal de la Di -
«putación que los presten en servicios de la com-
«petencia provincial, cual es la exacción del im-
«puesto de cédulas personales». 
I I 
O R G A N I Z A C I Ó N 
DIRECTRICES EN QUE SE HA INSPIRADO 
Partiendo de la distinción que como funda-
mental hubo de establecerse desde el primer mo-
mentó entre Málaga (capital) y los demás muni-
cipios de la provincia, los principios o normas 
cardinales que han informado la organización 
del servicio han sido los siguientes: 
aj—En cuanto a Málaga (capital): 
División del término municipal y agregados 
en tres grupos distintos integrados respectiva-
mente el primero por los distritos 1.° al 6.° inclu-
sives, el segundo por los distritos 7,°, 8.°, 9.° y 
10,° y el tercero por los partidos rurales, Chu-
rriana y Torremolinos. 
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Adscripción a cada grupo de un número de-
terminado de empleados dirigidos y vigilados de 
manera inmediata por un funcionario provincial 
como jefe responsable. 
Preferencia en todos los trabajos a favor de 
los empleados de la Corporación, 
Separación absoluta entre el trabajo extraor^ 
diñarlo de cédulas y el ordinario de oficinas. 
Selección del personal eventual y admisióa 
y mantenimiento únicamente del que resultaba 
útil y necesario en cada momento. 
Remuneración de seis pesetas por jornada 
laborable con duración mínima de cinco horas. 
Empleo del destajo en todas aquellas opera-
ciones que se prestaban a ello como reparto y 
recogida de hojas, confección del fichero de con-
tribuyentes y relleno de cédulas. 
Formación de ficheros parciales para la 
comprobación de las bases tributarias. 
Comprobación, exámen y clasificación de las 
hojas declaratorias por los jefes de grupo. 
Obtención de resúmenes del padrón por ca-
lies, distritos y zonas hasta cuadrar los resulta-
dos parciales con el total. 
Confección y alfabetización anual de un f i -
chero general de contribuyentes para evitar las 
duplicidades en la inscripción y la obtención por 
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adicional de cédulas de contribuyentes ya inscri-
tos con mayor clase. 
Contacto directo de los jefes de grupo con 
los contribuyentes durante la exposición al pú-
blico del padrón a fin de que en cada caso pudie-
ran darse las explicaciones necesarias con ver^ 
dadero conocimiento de causa. 
Clasificación y encuademación de las hojas 
declaratorias por calles de manera que en cual-
quier momento fuera fácil encontrar la que se 
necesitara consultar. 
Facilidad para las reclamaciones, entregán-
dose a los interesados solicitudes impresas, en 
las que solo tienen que llenar los huecos corres-
pondientes a lo peculiar de su caso. 
Absoluta separación entre el personal que 
informa las reclamaciones y el de cédulas; cele-
ridad en la tramitación, y extremado criterio de 
benevolencia tanto en la apreciación de las prue-
bas como en las propuestas y resoluciones. 
Extraordinaria publicidad en cuantos trámi-
tes, operaciones o plazos interesan a los contri-
buyentes. Se anuncia profusamente en todos los 
periódicos de Málaga, en lugar preferente y pa-
gando la inserción, el reparto de hojas, la expo-
sición del padrón, el comienzo de la cobranza, 
sus prórrogas y la fecha en que termina el plazo 
voluntario. 
Intangibilidad del padrón aprobado. Solo 
puede ser alterado por resoluciones consentidas 
de la Comisión provincial, del Tribunal Econó-
mico o del Contencioso en su caso, y mediante 
comunicaciones oficiales que firma el señor Pre-
sidente y conserva el recaudador para su descar-
go. Las variaciones de circunstancia a que se re-
fiere el artículo 6.° de la Instrucción se tramitan 
en expediente sumario prévia manifestación ver-
bal del interesado y aportación de la prueba co-
rrespondiente y se resuelven por la Presidencia 
por delegación de la Comisión Provincial, que-
dando siempre el expediente en poder del recau-
dador para su descargo. 
Notificación oportuna y reitarada a las Auto-
ridades, Centros y Dependencias de todas cla-
ses, de las prevenciones de la Instrucción relati-
vas a la obtención de las cédulas y responsa-
bilidades en que incurren los que contravienen 
sus preceptos. 
Extensión con arreglo a la matrícula, antes 
de empezar la cobranza, de las cédulas corres-
pondientes a los distritos 1.° al 6.° inclusives. 
División del término municipal a efectos de 
recaudación voluntaria en dos zonas, una para 
los distritos del centro y otra para los barrios. 
A l frente de cada una de ellas hay un jefe desig-
nado por la Comisión Provincial con fianza de 
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5,000 pesetas. Ellos son los que se hacen cargo 
de las cédulas en blanco mediante factura deta-
Hada, las expenden y cobran en ventanilla y a su 
vez las entregan firmadas, también mediante fac-
tura a los recaudadores de calle los cuales son 
como los jefes de zonas designados por la Comi-
sión provincial y han de constituir en la caja pro-
vincial un depósito de 1,000 pesetas cada uno pa-
ra responder de su gestión. 
Ingreso diario en la caja provincial de lo re-
caudado por cédulas, A este efecto los recauda-
dores de calle entregan diariamente lo hecho por 
ellos efectivo al jefe de su zona, éste lo une a lo 
por él cobrado en ventanilla e ingresa en Caja, 
diariamente también, la suma de ambas partidas, 
acompañando al ingreso las matrices de las cé-
dulas expedidas y estado comprensivo de todas 
ellas con el detalle de sus clases, importe por ta-
rifas, e importe total. 
Cobranza a domicilio, prévio aviso y a co-
modidad del contribuyente lo mismo en los dis-
tritos del centro que en los barrios y sin distin-
ción de categorías ni clases. 
Necesidad de acuerdo para la ejecución de 
todo gasto. Adoptado el acuerdo es comunicado 
a Intervención, formalizándose por esta Depen-
dencia los oportunos libramientos o las nóminas 
cuando son gastos relativos a personal. Los pa-
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gos de todas clases se hacen directamente por 
Depositaría, exigiéndose en las facturas a más 
de los requisitos legales la conformidad del Se-
cretario como jefe del servicio y el «páguese» 
del señor Presidente, 
Limitación de las prórrogas de plazo volun-
tario cuya ineficacia está demostrada por las es-
tadísticas de recaudación. 
Acción ejecutiva, intensa y general pero 
principalmente encaminada a perseguir las cédu-
las de clase y a demostrar a los morosos la in-
conveniencia de eludir el pago en el período vo-
luntario . 
Aplicación de las multas a la remuneración 
de agentes y gastos de cobranza ejecutiva. 
Liquidaciones finales. Terminado el período 
voluntario los jefes de cada zona rinden su liqui-
dación final formando por triplicado las carpetas 
y estados correspondientes y comprobadas se so-
meten a conocimiento de la Presidencia y pasan 
por decreto de esta a la oficina de Intervención a 
sus efectos. Durante el período ejecutivo los in-
gresos se hacen también diariamente como en el 
voluntario y las liquidaciones por meses, trimes-
tres o semestres; según dispone el Jefe del servi-
cio. 
b) — En cuanto a los pueblos: 
Tendencia a localizar la gestión mediante 
nombramiento de un agente por cada término 
municipal a ser posible prefiriéndose a las per-
sonas residente en él. 
Designación anual de agentes por la Comi-
sión provincial a propuesta del señor Secretario 
y con determinación expresa de las condiciones 
en que han de desempeñar el cargo. 
Preferencia en los nombramientos a favor de 
los Secretarios en sus respectivos municipios. 
Subordinación de los nombramientos para 
años sucesivos al resultado de la gestión en los 
anteriores. 
Publicidad de los nombramientos. Se inser-
tan en el «Boletín Oficial» y además se comuni-
can al Gobernador civil de la provincia y al A l -
calde de la respectiva localidad. 
Remuneración fija y proporcionada a la im-
portancia del padrón por las operaciones inhe-
rentes a la formación del mismo. 
Premios de cobranza por la recaudación 
voluntaria y aplicación de las multas a la remu-
neración y pago de gastos de la cobranza ejecu-
tiva. 
Constitución por los agentes en la caja pro-
vincial antes de comenzar la cobranza de un de-
pósito equivalente al diez por ciento de los valo-
res que retire. 
Facilidad para la sustitución del depósito en 
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metálico por la garantía personal que se estima 
más eficaz. 
Suministro de toda clase de impresos a los 
agentes a fin de que la modelación sea la misma 
en toda la provincia. 
Formación de padrones por duplicado, Co-
tejados los ejemplares se devuelve uno al Agente 
y otro queda en el Negociado para cualquier in-
cidencia. 
Revisión meticulosa de los padrones por el 
Jeje del grupo de pueblos y personal a sus órde-
nes a fin de corregir los errores de todas clases 
antes de aprobarlos. 
Confección de ficheros en los pueblos cabe-
zas de partido importantes para evitar oculta-
ciones y comprobar las bases contributivas de-
claradas. 
Entrega de valores mediante factura. 
Remesa quincenal de fondos y anuncio de 
ellos por oficio. 
Atribución del carácter de depósito a las 
cantidades procedentes de la recaudación mien-
tras están en poder del Agente. 
Ingreso directo en Caja de las cantidades 
recaudadas. Por Depositaría se expiden de estos 
ingresos resguardos provisionales que son en el 
mismo día remitidos a los agentes respectivos y 
después al liquidar cangeados por la carta de 
pago definitiva. 
Comunicación constante del Jefe del servicio 
con los Agentes. Estos reciben de aquél instruc-
ciones concretas con modelos e impresos para 
cada caso, sin perjuicio de las consultas o acla-
raciones que diariamente se evacúan. 
Concesión de prórrogas del período volun-
tario cuando la interesan los respectivos Ayun-
tamientos. 
Información por los agentes de las reclama-
ciones antes de resolverlas. 
Rendición por los agentes con arreglo a mo-
delos que se le facilitan y dentro de los diez días 
siguientes a la terminación del período volunta-
rio, de la cuenta correspondiente a este período. 
Las del ejecutivo se rinden lo más tarde el mes de 
Julio siguiente y con ellas se entregan todos los 
valores y documentación. 
Criterio inflexible en cuanto a las liquida-
ciones. Los Agentes que no liquidan en el tiempo 
debido son invitados a realizarlo en plazo peren-
torio y si no lo verifican se practica la liquidación 
de oficio, se le requiere para el ingreso del saldo 
en término de tercero día y caso negativo se de-
nuncia el hecho a los Tribunales. 
Nombramientos de Agentes auxiliares para 
el periódo ejecutivo, a propuesta, bajo la respon-
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sabilidad y con la garantía de los recaudadores. 
Designación por la Corporación de agentes 
ejecutivos especiales para todos aquellos térmi-
nos en que la actuación del nombrado con ca-
rácter general no resulta tan eficaz como debiera 
en el momento de apremio. En todo caso estos 
agentes no tienen más retribución que las mul-
tas y deben ingresar en la Caja las cuotas cobra-
das como principal sin deducción alguna y con 
las mismas formalidades que los demás. 
Concesión de premios metálicos a los Agen-
tes que mejor cumplen. 
Asistencia eficaz de la Corporación para la 
defensa de sus agentes lo mismo ante las autori-
dades gobernativas que ante los juzgados y tr i -
bunales. 
Destitución fulminante de cuantos en el ejer-
cicio de sus cargos realizan actos contrarios a 
las leyes o que los hacen desmerecer en el con-
cepto público. 
Intangibilidad de los padrones aprobados 
en los mismos términos y condiciones que para 
el de la capital. 
Acuerdo prévio para la ejecución de todo 
gasto y realización de los pagos en forma análo-
ga a los que por la capital se efectúan. 
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R E S U L T A D O S 
G A S T O S 
Pesetas Cts. 
RECAUDACIÓN 
Año 1926, a cargo de los Ayuntamientos 
Percibido por la Corporación 
en el año 1926 37.617.61 
Id. en 1927, por 1926 129.370.45 
Id. en 1928, por 1926 16.425.22 
Id. desde 1.° Enero 1929 a 28 Fe-
brero de 1930 8.023.25 
Ano Í927, a cargo de la Diputación 
Pesetas Cts. 
191.436.53 
Recaudado en el año 1927 
Id. en 1928, por 1927 
Id. en 1929, por 1927 
Datado a los Ayuntamientos 
por su participación 
Diferencia a favor de la Diputación. 
687.227.09 
181.425,64 
7.727.59 876.380.32 
421.844.30 
454.536.02 
Ano 1928, a cargo de la Diputación 
Recaudado en el año 1928 
Id. en 1929 por 1928 
Id. desde 1.° Enero al 28 de Fe-
brero de 1930 
Datado a los Ayuntamientos 
por su participación 
Diferencia a favor de la Diputación. 
890.386.03 
85.574.13 
5.757.06 981.717.22 
421.844.30 
559.872.92 
Año Í929. a cargo de la Diputación 
Fe-
Recaudado en el año 1929. . 
Id. desde 1.° Enero a 28 de 
brero de 1930 
Datado a los Ayuntamientos 
por su participación 
Diferencia a favor de la Diputación, 
890,069.69 
49.372.30 939.441.99 
421.844.30 
517.597.69 (I) 
(I).—Quedan aun por recaudar del año 1929 casi todo el ejecutivo de pueblos 
cuyas liquidaciones no se practican hasta después de mediado el año y gran par-
te del de Málaga, que a tenor de lo recaudado en tal concepto en el año anterior 
de 1928, puede calcularse en pesetas 70.000 alrededor. 
Año 1927 
5 % con que los Ayuntamientos contribuyen a 
los gastos de recaudación y que deben por 
tanto ser baja de la anterior cifra 
Diferencia a cargo de la Diputación 
Año 1928 
5 % con que los Ayuntamientos contribuyen a 
los gastos de recaudación y que deben por 
tanto ser baja de la anterior cifra 
Diferencia a cargo de la Diputación 
Año 1929 
5 % con que los Ayuntamientos contribuyen a los 
gastos de recaudación y que deben por tanto 
ser baja de la anterior cifra 
Diferencia a cargo de la Diputación 
68.221.84 
21.092.21 
93.063.36 (I) 
21.092.21 
82.517.90 
21.092.21 
47.129.63 
71.971.15 
61.421.69 
Descompuesto el gasto del año pasado 1929, análisis que es posible hacer 
hoy por estar aún las cuentas de dicho año en la Corporación, resulta que de 
las 82.517.90 pesetas invertidas, lo fueron 
en gastos causados en 1928 y no satisfechos hasta 1929 3.908.05 
en reparto de hojas, confección, depuración y clasificación de 
padrones y ficheros 47.240.00 
en recaudación propiamente dicha 25.769.85 
en gratificaciones de fin de año al personal 5.600.00 
(I). —En el año 1928 se abonaron muchos gastos, entre ellos todo el moblaje 
y archivadores de acero adquiridos en 1927, pero cuyo pago se concertó para el 
siguiente año. 
Málaga a 18 de Marzo de 1930. 
Rafael ^urán ^ulis. 



